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ACCESO A LA INFORMACIÓN. EJERCICIO DEL DERECHO RELATIVO TRATÁNDOSE DE LA 
CLASIFICADA COMO CONFIDENCIAL, MEDIANTE LA PRUEBA DE DAÑO O DEL INTERÉS 
PÚBLICO Y ROL DEL JUEZ DE AMPARO PARA FACILITAR LA DEFENSA DE LAS PARTES. 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, previsto en el artículo 6o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública establece la existencia de los mecanismos correspondientes y de 
procedimientos de revisión expeditos, y dispone que ese derecho humano comprende solicitar, 
investigar, difundir, buscar y recibir información. Asimismo, que toda la generada, obtenida, 
adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier 
persona. Además señala, como regla general, el acceso a dicha información y, por excepción, la 
clasificación. Es así que para clasificar la información como reservada, debe hacerse un análisis, 
caso por caso, mediante la aplicación de la "prueba de daño". Sin perjuicio de lo anterior, cuando un 
documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados deberán 
elaborar una versión pública, en la que testen única y exclusivamente aquéllas, con indicación de su 
contenido de forma genérica, así como la fundamentación y motivación que sustente dicha 
clasificación. Por otra parte, si alguien intenta revertir determinada clasificación de información que 
estima no es confidencial, debe plantearlo ante la autoridad que realizó la clasificación, dando 
audiencia a los beneficiados con la decretada y a los probables afectados, para el evento de que se 
reclasifique, a través de la "prueba del interés público". De lo anterior se advierte que corresponde a 
los sujetos obligados realizar la clasificación de la información que obre en su poder y, contra la 
decisión que adopten, procede interponer el recurso de revisión ante el organismo garante que 
corresponda. En consecuencia, la obligación de clasificar la información corresponde única y 
directamente a los sujetos obligados, en tanto que al Juez de amparo sólo compete facilitar, bajo su 
más estricta responsabilidad, el acceso a la que sea "indispensable para la adecuada defensa de las 
partes". 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN 
TODA LA REPÚBLICA. 

Queja 129/2015. Ambiderm, S.A. de C.V. 28 de enero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 
Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

Nota: Con motivo de la entrada en vigor del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal por el que se cambia la denominación de Distrito Federal por Ciudad de México en todo su 
cuerpo normativo, la denominación actual del órgano emisor es la de Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 

Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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